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JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 

Magistrado   

 

Referencia:   VERBAL 

Demandante:  EGIDIO ALONSO PÉREZ Y/O 
Demandado:   NURY DEL SOCORRO PÉREZ Y/OS 

Decisión:  Confirma auto 

Radicado:  05001 31 03 008 2019 00606 01 
Auto Nro.:  107 

 

   DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

   TRIBUNAL SUPERIOR 

   SALA UNITARIA DE DECISIÓN 

Medellín, veintitrés de noviembre de dos mil 

veintiuno 

 

Procede esta Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por 

los apoderados de la parte demandada en contra de la providencia 

emitida el 20 de octubre de 2021 por el JUZGADO OCTAVO CIVIL DEL 

CIRCUITO DE MEDELLIN, mediante la cual SE REAJUSTÓ CAUCIÓN 

PARA EL LEVANTAMIENTO DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. 

 

ANTECEDENTES 

 

Dentro del proceso de la referencia, por auto del 8 de abril de 2021, 

se fijó caución a los demandados para el levantamiento de las 

medidas por valor de $152.883.080.oo, la cual fue prestada 

efectivamente por la sociedad Eduardo Botero Soto S.A. y por cuenta 

de Renault Sofasa. Posteriormente y ante la solicitud de los 

codemandados Cooperativa de Transportadores de Santa Rosa  

(Coopetransa), Nury  Del  Socorro Pérez Arango, Juan Felipe Pérez 

Monsalve y Leidy Johana Monsalve Pérez se fijó nuevamente 

mediante auto del 14 de julio de 2021 caución para el levantamiento 

de las medidas por el valor ya indicado. 

 

Luego en providencia del 20 de septiembre hogaño la iudex a quo, 

con fundamento en el artículo 286 del C. General del P. dispuso 
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corregir el valor indicado para la caución solicitada por los 

demandados, aumentándola en cuantía de $2.206.151.840,oo. 

Frente a dicha decisión la parte demandada interpuso el recurso de 

reposición y en subsidio el de apelación, resolviendo el horizontal de 

manera desfavorable y concediendo el de apelación en providencia 

del 2 de noviembre último. 

 

El apoderado de la Compañía Eduardo Botero Soto S.A. fundó su 

disenso en que con las pólizas aportadas se acreditó la reparación a 

las víctimas, debido a que de acuerdo al artículo 590 del C. General 

del P. el valor de las pretensiones no es una camisa de fuerza para 

que el operador judicial modifique el valor de la caución; toda vez 

que la misma debe ser atendida acorde con los principios de 

proporcionalidad, razonabilidad y necesidad, los cuales en este caso 

son desestimados al no levantar las medidas cautelares decretadas 

en el proceso. Por lo anterior solicitó se mantenga el valor 

inicialmente fijado de la cautela para el levantamiento de las medidas 

cautelares y se proceda para tal fin. 

 

Por su parte el apoderado de Reanult Sofasa S.A.S. advirtió que el 

auto que fijó caución inicialmente ya se encuentra en firme, pues no 

fue recurrido por la parte demandante, razón por la cual se prestó la 

caución indicada por el Juzgado de Conocimiento; insistió que en dos 

oportunidades se solicitó la corrección de la póliza sin que la parte 

activa expresara alguna objeción o disenso respecto del monto de la 

misma, lo que lleva indefectiblemente a la conclusión que la parte 

actora se encuentra acorde con el valor fijado; refirió que pese a que 

dicha modificación se fundó en el artículo 286 del C. General del P. 

la decisión del despacho no corresponde a la enmienda de un error 

aritmético, razón por la cual el mismo no podía ser aumentado; 

refirió que lo ocurrido en este caso es diferente, pues lo que se debía 

considerar para fijar el monto de la caución no solo eran los perjuicios 

patrimoniales, sino que también debían incluirse aquellas 

encaminadas a la reparación de daños extrapatrimoniales; es decir, 
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en lugar de corregir una simple equivocación en la suma, lo que se 

hizo fue reconsiderar los rubros que debían ser contemplados para 

fijar el monto de la caución, lo que esta lejos de constituir la 

corrección de un error puramente aritmético, razón por la cual no era 

posible la aplicación de ésta norma. Refirió que además de lo anterior  

Como fundamento de su disenso, sostuvo que conforme al artículo 

590 del C. General del P. se le concede la facultad al juez de decretar 

cualquier medida que permita prevenir daños y con ello asegurar la 

efectividad o no de la pretensión, siendo procedente la solicitada; 

señaló que en este caso lo que procedía era la aclaración o adición, 

pero dentro del término de ejecutoria; no obstante en este caso no 

solo no fue recurrida la misma por el demandante, sino que no se 

presentaron solicitudes en tal sentido; insistió en que las 

pretensiones extrapatrimoniales no están formuladas en una cifra 

concreta y precisa en las pretensiones de la demanda, sino que 

vienen supeditadas al arbitrio del juez, teniendo como límite las cifras 

presentadas en las pretensiones de la demanda; concluye afirmando 

que los únicos valores que en la demanda están calculados y 

señalados de forma precisa son los correspondientes a los perjuicios 

patrimoniales, razón por la cual fue acertado el despacho al fijar la 

caución como inicialmente lo hizo; finalmente estimó que para la 

fijación de la garantía era necesario un juicio de proporcionalidad que 

debe orientar las decisiones del juez, sin que se cumpliera con ello al 

exigirle al demandado para el levantamiento de las medidas 

cautelares, prestar una caución en cuantía de dos mil millones de 

pesos.  

 

En consideración a lo anterior solicitó revocar el auto recurrido y en 

su lugar, ordenar el levantamiento de la medida de inscripción de la 

demanda sobre el establecimiento de comercio de esa sociedad. 
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Siendo la oportunidad para resolver, a ello se procede previas las 

siguientes,  

 

CONSIDERACIONES 

 

1. A las medidas cautelares se les ha concebido como actos o 

instrumentos propios del proceso mediante los cuales el juez está en 

condiciones de adoptar las actuaciones necesarias, en orden a 

garantizar la satisfacción de un derecho material, o para su defensa 

a lo largo del proceso. Tienen entonces, un carácter típicamente 

instrumental y provisional en cuanto a su vigencia, aunado a su 

naturaleza jurisdiccional respecto del acto del juez conductor del 

proceso. 

  

Es así como en el régimen jurídico, las cautelas están concebidas 

como un instrumento legal que tiene por objeto garantizar el ejercicio 

de un derecho objetivo, legal o convencionalmente reconocido, 

impedir que se modifique una situación de hecho o de derecho o 

asegurar los resultados de una decisión judicial o administrativa 

futura, mientras se adelante y concluye la actuación respectiva, 

situaciones que de otra forma quedarían desprotegidas ante la no 

improbable actividad o conducta maliciosa del actual o eventual 

obligado. 

 

En igual sentido el perjudicado con la medida tiene la posibilidad de 

impedir o levantar la cautela decretada y para ello debe prestar 

caución de acuerdo al trámite procesal para su procedencia y 

pertinencia.  

 

Así, sispone el inciso 4º del literal C del Art. 590 del C. General del 

Proceso que: “En los procesos declarativos se aplicarán las siguientes reglas 

para la solicitud, decreto, práctica, modificación, sustracción o revocatoria de las 
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medidas cautelares: (…) c) …Cuando se trate de medidas cautelares relacionadas 

con pretensiones pecuniarias, el demandado podrá impedir su práctica o solicitar 

su levantamiento o modificación mediante la prestación de una caución para 

garantizar el cumplimiento de la eventual sentencia favorable al demandante o la 

indemnización de los perjuicios por la imposibilidad de cumplirla. No podrá 

prestarse caución cuando las medidas cautelares no estén relacionadas con 

pretensiones económicas o procuren anticipar materialmente el fallo.” 

 

En punto al tema, para decretar el levantamiento de las medidas 

cautelares solicitadas por la parte demandante es necesario que el 

juez mediante auto precise su cuantía y plazo en que debe 

constituirse y para ello el inciso tercero del literal b de la norma en 

cita dispone que: “El demandado podrá impedir la práctica de las medidas 

cautelares a que se refiere este literal o solicitar que se levanten, si presta caución 

por el valor de las pretensiones para garantizar el cumplimiento de la eventual 

sentencia favorable al demandante o la indemnización de los perjuicios por la 

imposibilidad de cumplirla…”. 

 

En efecto, la norma dispone que para cuantificar la misma se debe 

prestar caución por el valor de las pretensiones y así garantizar el 

cumplimiento de la eventual sentencia favorable.  

 

2. En el presente caso, con la demanda se solicitó la indemnización 

no solo de los perjuicios materiales, sino los inmateriales y para ello 

en el acápite de pretensiones estimó los daños patrimoniales en la 

suma de $152.883.050, valor inicialmente fijado por la iudex a quo, 

y lo extrapatrimoniales en la suma de $1.175.924.720.oo, para un 

total de $1.328.807.770.oo, sumas que solicitó fueran indexadas. 

 

Bajo estas consideraciones, resulta plausible advertir que en un 

primer momento la juez de primera instancia fijó una suma muy 

inferior a lo que realmente los demandantes estaban solicitando en 

su demanda; sin embargo y pese a que dicha providencia ya se 

encontraba ejecutoriada, la fijación del monto de la caución no se 
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realizó sobre la totalidad de las pretensiones como lo dispone la 

norma citada, sin que el legislador hubiese distinguido para ello los 

perjuicios patrimoniales de los extrapatrimoniales. 

 

Luego, para ello se fundó la Funcionaria Judicial en el artículo 286 del 

C. General del P. norma que, a criterio de esta Corporación, si aplica 

en caso concreto, pues se trata de una indebida operación aritmética 

al momento de determinar el valor real de lo pretendido. 

 

Ahora bien, en gracia de discusión, que dicha norma no fuese la que 

la Juzgadora debió utilizar, de antaño la Corte Suprema de Justicia1 

ha plateado la tesis de que un juez puede corregir sus yerros y por 

ende puede separarse de los autos que considere ilegales profiriendo 

la resolución que se ajuste a derecho, tesis que también podría tener 

acogida en esta caso en donde el auto atacado es claramente ilegal, 

pues la estimación del valor de la garantía solicitada para el 

levantamiento de las medidas decretadas no se encontraba ajustada 

a lo realmente solicitado por los actores. 

 

De otro lado, le asiste razón a los inconformes que los perjuicios 

extrapatrimoniales son del arbitrio judice; sin embargo, en la 

demanda deben estimarse y acorde con lo realizado en el líbelo 

genitor se puede establecer que no superan el monto fijado por la 

Corte Suprema de Justicia para este tipo de daño. Es importante 

además resaltar que este no es el momento procesal para determinar 

si dichos perjuicios si procederían o no, pues ello se debe hacer en la 

sentencia que ponga fin a la instancia. 

 

Colofón de lo expuesto, el auto motivo de apelación debe ser 

CONFIRMADO el auto recurrido. Sin costas en esta instancia, pues 

no se causaron. 

 

 
1 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia de junio 28 de 1979 MP. Alberto Ospina Botero 
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DECISIÓN: 

 

En mérito de lo expuesto, LA SALA UNITARIA DE DECISIÓN CIVIL, 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO.  CONFIRMAR el auto de fecha y procedencia indicado en la 

parte motiva de ésta providencia.  

 

SEGUNDO: Sin COSTAS en esta instancia. 

 

TERCERO.   Para los efectos del inciso segundo del artículo 326 del 

C. General del P.,  se ordena comunicar lo decidido.  

 

NOTIFÍQUESE 

 

 

 
JOSÉ GILDARDO RAMÍREZ GIRALDO 

Magistrado 

Firma escaneada exclusiva para acciones de tutela conforme al 

artículo 11 del Decreto 491 del 28 de marzo de 2020 del Ministerio 

de Justicia y del Derecho 

 


